PAGE  
9

León, Guanajuato, a 22 veintidós de marzo del año 2013, dos mil trece. . . . . 
V I S T O para resolver el expediente número 349/2012-JN, que contiene las actuaciones del proceso administrativo intentado por el ciudadano ANDRES ARGUELLES VALLEJO, en contra del Oficial Calificador Licenciado Jesús Duran Barrón, del Municipio de León, Guanajuato; y, por ser este el momento procesal oportuno se resuelve, conforme a los siguientes resultandos y subsecuentes considerandos: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
C O N S I D E R A N D O:

SEGUNDO.- Que el actor impugna la multa que le impuso el Oficial Calificador demandado …, cuya existencia se encuentra acreditada en autos de la presente causa administrativa, con la Boleta de Control y el recibo …, expedido con motivo del pago de la referida multa. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . 
TERCERO.-  Que  conforme a  lo  estipulado por el artículo 261 del Código de 
Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, por tratarse de cuestiones de orden público, previamente al estudio del fondo, el Juzgador de oficio o a instancia de parte debe proceder al análisis de las causales de improcedencia previstas en este artículo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
La autoridad demandada no hace valer causal de improcedencia alguna y advirtiéndose de autos que no se actualiza ninguna de las previstas en el citado artículo 261, se procede al estudio de los conceptos de impugnación que aduce la actora en la demanda. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
CUARTO.- Que en el segundo concepto de impugnación el actor manifiesta en esencia que le causa agravio el acto impugnado porque viola en su perjuicio el principio de legalidad del que deben estar revestidos los actos de las autoridades administrativas previsto en el artículo 16 de nuestra Constitución General, ya que solo le señalo verbalmente que se había hecho acreedor de una sanción consistente en multa …;  en el inciso b) del segundo punto de conceptos de impugnación expresa que el concepto o motivo de la sanción que se le impone es por “Conducir vehículo en estado de ebriedad Art. 35 del Rgto. D (signo ilegible), pero no funda el motivo de la infracción, ya que señala un número de artículo pero no señala de que reglamento o cuerpo legal. Además no motiva adecuadamente su acto, ya que no establece que vehículo iba conduciendo, uno dos o  tres ni de qué tipo de vehículo -automotores o de otro tipo de tracción-; ni siquiera motiva el por qué considera que iba conduciendo un vehículo, ni las circunstancias de tiempo y lugar en que supuestamente acaecieron los hechos, razón por la cual el acto se encuentra deficientemente y por lo tanto indebidamente motivado; en el inciso c) del segundo punto de conceptos de impugnación aduce que el acto se encuentra indebidamente fundado y motivado, ya que la autoridad está obligada a citar el fundamento legal que estima infringido y a establecer los razonamientos lógicos y jurídicos que lo llevan a la conclusión de que el actor cometió la infracción, sin embargo no cumple con ninguno de estos aspectos. En tanto, que el Oficial Calificador en la contestación de la demanda aduce respecto al primer concepto de impugnación que no basta negar haber cometido la infracción, ya que como se desprende de los hechos narrados y de las constancias, fue en base al orden aplicable al actor que se le impuso una sanción por inobservancia de la Ley; sigue sosteniendo que todo acto de autoridad debe estar adecuada y suficientemente fundado y motivado, entendiéndose por fundado que ha de expresarse con precisión el precepto legal aplicable al caso y así resulta ser un acto motivado, ya que se señalan con precisión todas y cada una de las circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas que se tuvieron en consideración para la emisión de la sanción; además existe una adecuación entre los motivos aducidos y las normas aplicables, es decir, que en el caso concreto se configuraron las hipótesis normativas y ello quedo claro al valorar el médico legista después de un análisis al actor y concluir que se encontraba en estado de ebriedad incompleta, aunado ello a la circunstancia de que en dicho estado de ebriedad incompleta se le encontró circulando un vehículo de motor (flagrancia en desobediencia a un acto reglamentario). . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  

Conceptos de impugnación que resultan FUNDADOS, en merito de los siguientes razonamientos lógicos y jurídicos: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

En principio, es menester señalar que los artículo 4, primer párrafo, de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato y el 137 fracción VI,  del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, impone a las autoridades Municipales la obligación de fundar y motivar sus actos; entendiéndose por fundar un acto administrativo que la autoridad tiene que señalar el Ordenamiento Legal, el precepto jurídico, en su caso, la fracción, el inciso, subinciso o el párrafo, que le sirve de apoyo para emitir el acto impugnado; mientras, que por motivar un acto administrativo se entiende el expresar en forma pormenorizada las circunstancias especiales, las razones particulares o las causas inmediatas que tiene la autoridad para determinar que se actualiza la hipótesis jurídica contemplada en la norma legal que aplica. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Bajo esta tesitura, es cierto que la aplicación de la multa impugnada no cumple con los elementos de validez de fundamentación y motivación. . . . . . . . . . . 

Por un lado, la Boleta de Control,… en la que consta la calificación de la infracción se encuentra indebidamente fundada, toda vez que se expresa como infringido el artículo 35, primer párrafo, del Reglamento de Tránsito Municipal de León, Guanajuato, numeral que la autoridad demandada textualmente transcribe bajo los términos siguientes: “Artículo 35.- Se prohíbe conducir vehículos, cuando el conductor se encuentre en estado de ebriedad incompleta, completa, o bajo el influjo de sustancias psicotrópicas, estupefacientes u otras semejantes.”. Sin embargo, el texto de este precepto legal sufrió una modificación, en virtud de que fue reformado en la Sesión Ordinaria del Ayuntamiento de León, Guanajuato, celebrada con fecha 19 diecinueve de abril del año 2012, dos mil doce, reformas publicadas en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado número 108, Segunda Parte, de fecha 06 seis de julio de 2012, dos mil doce; de ahí que conforme a estas reformas el artículo 35, primer párrafo del referido Reglamento de Tránsito Municipal, establece: “Artículo 35.- Se prohíbe conducir vehículos cuando el conductor se encuentre en estado de ebriedad de acuerdo a sus características clínicas, o que tenga una cantidad superior o igual a 0.08% de alcohol en sangre, o que tenga una cantidad superior o igual a 0.04 miligramos de alcohol por decilitro de aire espirado; o bajo el influjo de sustancias psicotrópicas, estupefacientes u otras semejantes.”; en consecuencia, al justiciable se le aplica una norma jurídica que ya no tiene vigencia. 

Por otro lado, también es cierto que la referida Boleta de Control, no cumple con el requisito de motivación, toda vez que si no esta vigente el precepto jurídico invocado como fundamento legal, luego, ya no existe la hipótesis normativa que constituye la infracción administrativa imputada al actor, entonces, la autoridad demandada no se encuentra en condiciones de encuadrar la conducta reprochada al actor en la hipótesis jurídica prevista por un precepto legal reformado; en ese supuesto, en la referida boleta de control, no es posible que la autoridad demandada justifique con razonamientos lógicos y jurídicos la comisión de la falta imputada al actor. Además, sobre el particular cabe precisar que, en ese documento se dejan de expresar las razones particulares en las que se apoyó para establecer el estado de ebriedad, pues omite expresar de manera pormenorizada las características clínicas que presentaba en ese momento el presunto infractor, tampoco indica detalladamente que la cantidad de alcohol detectada en la sangre, era superior o igual a 0.08%, o bien, que la cantidad que tenía era superior o igual a 0.04 miligramos de alcohol por decilitro de aire espirado, el certificado médico y el test de alcohol respiratorio 199; jamás expresa una explicación de manera pormenorizada del por qué el Examen Médico …, aplicado …, merece valor probatorio, ni tampoco explica detalladamente en que consiste el Test de Alcohol Respiratorio o del alcoholímetro, de ahí resulta que, el Oficial Calificador demandado omite expresar los elementos que constituyen las bases sólidas para llegar a determinar el grado de intoxicación que presentaba el justiciable en el momento de la detención, por ende, es el caso que no existe diagnóstico médico objetivo en el referido examen, ya que en la pluricitada Boleta de Control no se dan los parámetros que se siguieron para establecer el estado de ebriedad que se sostiene; de igual manera, la autoridad demandada no describe el vehículo que conducía el actor, pues omite indicar el tipo de vehículo, si era de propulsión mecánica o humana, o bien, de tracción animal; ni tampoco expresa las circunstancias de tiempo y lugar en que supuestamente acaecieron los hechos. De este modo, la multa impuesta al justiciable en la calificación de la infracción incumple con los elementos de validez exigido en el artículo 137, fracción VI, del invocado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, vicios que traen como resultado su ilegalidad. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
En cuanto a la declaración de confesión ficta respecto a las posiciones marcadas con los números 4 cuatro, 5 cinco y 9 nueve del pliego respectivo,  realizada en el proveído dictado en esta causa que se resuelve, con fecha 14 catorce de noviembre del año próximo pasado, de acuerdo a los estipulado por los artículos 117 y  120 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, no se le concede valor, en virtud de que si bien es verdad que produce presunción legal sobre el reconocimiento de hechos propios, en el  sentido de que: el agente se percató de que el actor había ingerido bebidas alcohólicas  (posición 4 cuarta); que había ingerido bebidas embriagantes momentos antes de la detención (posición 5 quinta); y, que fue sometido a un examen con el médico legista en turno (posición 9 novena), pero también es cierto que en la especie se determinó la inexistencia de la hipótesis jurídica contemplado como falta administrativa, además de que la confesión no es la prueba idónea para demostrar la cantidad de alcohol en sangre, pues a pesar de existir la aseveración de haber ingerido bebidas alcohólicas, a través de la confesión no es posible determinar que el alcohol en sangre es una cantidad superior o igual a 0.08%, o que el actor tenga una cantidad superior o igual a 0.04 miligramos de alcohol por decilitro de aire espirado, de este modo, no se le concede valor probatorio a la confesión ficta del justiciable. . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Así las cosas, el acto impugnado que consiste en la multa impuesta al justiciable en la calificación de la infracción que consta en la Boleta de Control …, no cumple con los requisitos de fundamentación ni el de motivación, vicios formales que originan la ilicitud del acto combatido, los que afectan de manera directa e inmediata la esfera de derechos de la parte actora, al violarse en su perjuicio los artículos 4, primer párrafo, de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato y 137, fracción VI, del citado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, por lo que se actualiza la causal de ilegalidad establecida en la fracción II artículo 302, de ese Código; por tanto, con fundamento en lo dispuesto por los artículos 300, fracción II, del mismo Código, es procedente declarar la nulidad total de la multa impuesta al actor por la cantidad …. Al respecto resulta ilustrativo el criterio sostenido por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en Jurisprudencia, Número Registro: 920,704. Materia(s): Común. Novena Época. Instancia: Segunda Sala. Fuente: Apéndice (actualización 2001). Tomo VI, común Jurisprudencia SCJN. Tesis: 34. Página: 46. Genealogía: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XII, septiembre de 2000, página 95, Segunda Sala, tesis 2a. /J  79/2000, bajo el rubro: “INCONFORMIDAD. LA SENTENCIA QUE OTORGA EL AMPARO POR FALTA DE FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN, NO OBLIGA A DICTAR UNA NUEVA RESOLUCIÓN, A MENOS QUE SE TRATE DEL DERECHO DE PETICIÓN O DE LA RESOLUCIÓN DE UN RECURSO O JUICIO. Conforme a la tesis publicada con el número 261, del Tomo VI, del Apéndice al Semanario Judicial de la Federación 1917-1995 bajo el rubro de "FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN, AMPARO EN CASO DE LA GARANTÍA DE.", por regla general, los efectos de una ejecutoria de amparo que otorga la protección constitucional por falta de fundamentación y motivación, son los de constreñir a la autoridad responsable a nulificar o dejar sin efectos el acto o actos reclamados, dejándola en aptitud de emitir otro acto, siempre que subsane el vicio formal. De lo anterior se desprende que la autoridad se encuentra en libertad de emitir un nuevo acto o de no hacerlo. Sin embargo, la autoridad se verá necesariamente constreñida a emitir un nuevo acto, subsanando el vicio formal descrito, cuando el acto reclamado consista en una resolución que se emita en respuesta  al ejercicio del derecho de petición o que resuelva una instancia, recurso o juicio, ya que en esas hipótesis es preciso que el acto carente de fundamentación y motivación se sustituya por otro sin esas deficiencias pues, de lo contrario, se dejarían sin resolver aquéllos.”. . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Por consiguiente, sobre el particular se precisa, que con la facultad concedida a este Órgano de Control de Legalidad, a fin de proteger y garantizar los derechos humanos de las personas frente al actuar de las autoridades administrativas Municipales, previstos por el artículo 1° de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, reformado según Decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación el día 10 diez de junio del año 2011, dos mil once, dentro de los que se encuentra el derecho humano de protección judicial y con el fin inmediato de dar acceso a la justicia en forma completa, pues no se pierde de vista que el derecho de tutela judicial efectiva se contempla como derecho humano en los Tratados Internacionales y como Garantía Individual en el artículo 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, la que se refleja y tutela por el artículo 243, segundo párrafo, de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato; de manera que, en el caso que se resuelve, a efecto de brindar seguridad jurídica al justiciable y ante la declaración de nulidad total del acto impugnado, produce como consecuencia que al actor ya no se le aplique ninguna sanción administrativa por los mismos hechos, de esta manera, en el proceso administrativo el Juzgador se encuentra constreñido a restituir al actor en el goce de sus derechos, es decir, a declarar en esta sentencia el restablecimiento de la situación que prevalecía antes de la violación, ya que este acto jurisdiccional por su naturaleza, es el instrumento para restituir al gobernado en el pleno goce de sus derechos subjetivos administrativos violados, por ende, ante dicha nulidad, con fundamento en el artículo 300, fracción V, del invocado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, se reconoce el derecho que tiene el justiciable a la devolución de la … cantidad pagada por concepto de multa; y, de acuerdo a lo dispuesto por el artículo 300, fracción VI, del invocado Código, se condena al Oficial Calificador demandado a que realice las gestiones necesarias ante la Dirección General de Ingresos de la Tesorería Municipal o la Dependencia competente, para que al actor se le haga la devolución de la citada cantidad y en su caso realice las diligencias indispensables para cumplir con este fallo; la anterior devolución deberá realizarla dentro de los 15 quince días hábiles siguientes a la declaración de que cause ejecutoria esta sentencia, plazo contado a partir del día siguiente al en que surta efectos la notificación del auto que la declare ejecutoriada, por las razones expuestas; debiendo informar a este  Órgano de  Control de  Legalidad el  cumplimiento dado a este fallo y exhibir las constancias relativas al mismo. . . . . . . .
QUINTO.- Que la argumentación esgrimida en los dos conceptos de impugnación   analizados  en  el  considerando  que   antecede,  es  suficiente  para 
declarar la nulidad del acto impugnado, por lo que resulta innecesario el estudio de los demás conceptos de impugnación esgrimidos en el escrito de la demanda inicial, toda vez que de proceder alguno de éstos, en nada variaría el sentido de esta sentencia. Sirve de apoyo la tesis que a la letra dice: “CONCEPTOS DE VIOLACIÓN, ESTUDIO INNECESARIO DE LOS.- Si al examinar los conceptos de violación invocados en la demanda de amparo resulta fundado uno de estos y el mismo es suficiente para otorgar al peticionario de garantías la protección y el amparo de la justicia federal, resulta innecesario el estudio de  los  demás  motivos  de  queja”.  Tercera Sala,  Séptima época,  Volumen 157-162. Cuarta Parte, visible a página  32. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Por lo expuesto y además con fundamento en los artículos, 206-A párrafo segundo y 216 de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato; 1 fracción II, 3 párrafo segundo, 287, 298, 299, 300 fracciones II, V y VI, y 302 fracción II, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, se RESUELVE: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
SEGUNDO.- Se declara la NULIDAD TOTAL de la multa impuesta al actor en la Boleta de control …, a través de la cual se califica la infracción y se le impone al actor dicha multa, …; lo anterior, por las razones lógicas y jurídicas expresadas en el cuarto considerando de este fallo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . 
TERCERO.- Se condena al Oficial Calificador demandado a que realice las gestiones necesarias ante la Dirección General de Ingresos de la Tesorería Municipal de León, Guanajuato o de la Dependencia competente, para que al actor se le haga la devolución de la cantidad … pagada por concepto de multa y en su caso realice las diligencias indispensables para cumplir con este fallo; devolución que deberá realizar dentro de los 15 quince días hábiles siguientes a la declaración de que cause ejecutoria esta sentencia, plazo contado a partir del día siguiente al en que surta efectos la notificación del auto que la declare ejecutoriada este fallo; lo anterior, por las razones lógicas y jurídicas expresadas en el cuarto considerando de esta sentencia. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Notifíquese a la autoridad demandada por oficio y a la parte actora personalmente en el domicilio señalado en autos para tal efecto. . . . . . . .  . . . . . . . . 

En su oportunidad, archívese este expediente, como asunto totalmente concluido y dése  de baja en el Libro de Registros de este Juzgado. . . . . . . . . . . . . . 

Así lo resolvió y firma, en 4 cuatro tantos, el LICENCIADO ELIVERIO GARCÍA MONZÓN, Juez Primero Administrativo Municipal de León, Guanajuato, quien actúa asistido en forma legal con la LICENCIADA MA. TERESA ALFÉREZ RODRÍGUEZ, Secretaria de Estudio y Cuenta.- que da fe. . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . 
ESTA FOJA FORMA PARTE DE LA SENTENCIA DEL 22 DE MARZO DEL 2013, DICTADA EN EL EXPEDIENTE 349/2012-JN.
